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En consecuencia, este centro directivo resuelve denegar el acceso a la información 
solicitada en base al artículo 14.1j) de la Ley 19/2013, 9 de diciembre, de transparencia, 
acceso a la información pública y buen gobierno, que establece que “el derecho de acceso 
puede ser limitado cuando acceder a la información suponga un perjuicio para el secreto 
profesional y la propiedad intelectual e industrial (letra j), dado que el Ministerio de 
Justicia no ha decidido su publicación y según se desprende de la propia memoria 
justificativa del contrato de servicios, se realizó con fines internos para adoptar posibles 
estrategias de mejora y facilitar el acceso a la ciudadanía. En base a ello, se considera que 
la divulgación de la información solicitada supondría un perjuicio para la propiedad 
intelectual y podría comprometer la posterior estrategia que se decida aplicar en cuanto a 
la explotación de los resultados. 
 
Contra la presente resolución, que pone fin a la vía administrativa, podrá interponerse 
recurso Contencioso-administrativo ante el Tribunal Superior de Justicia de Madrid o ante 
el Tribunal Superior de Justicia en que tenga su domicilio el solicitante, a su elección, en el 
plazo de dos meses o, previa y potestativamente, reclamación ante el Consejo de 
Transparencia y Buen Gobierno, en el plazo de un mes. En ambos casos, el plazo se 
contará a partir del día siguiente a aquel en que tenga lugar la notificación de la presente 
resolución. (Cf. Arts. 20.5, 23 y 24 de la Ley 19/2013, de 13 de diciembre, de transparencia, 
acceso a la información pública y buen gobierno, en relación con los Arts. 30, 112.2 y 
concordantes de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común 
de las Administraciones Públicas, y a la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la 
Jurisdicción Contencioso-administrativa). 
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